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1. Introducción

Las garantías que se reconocen a los 
magistrados buscan asegurar la im-
parcialidad del juzgador, a fin de que 
sus decisiones no estén condiciona-
das por los poderes a los que debe 
controlar, incluso de otros magistra-
dos, así como de todo poder fáctico.

Si bien los procedimientos de desig-
nación, de sanción y de remoción jue-
gan un papel muy importante en estos 
ámbitos, son las garantías el mayor 
reaseguro al respecto. Los dos ejes 
sobre los que se asienta esta inde-
pendencia están basados en la esta-
bilidad y en la intangibilidad.

En anteriores ocasiones nos hemos 
ocupado de la garantía de estabili-
dad¹. Corresponde, en esta oportuni-
dad, analizar el segundo gran pilar, la 
intangibilidad de las remuneraciones.

2. El tratamiento constitucional

El art. 110 de la Const. Nacional esta-

blece que «los jueces de la Corte Su-
prema y de los tribunales inferiores 
de la Nación conservarán sus empleos 
mientras dure su buena conducta, y re-
cibirán por sus servicios una compen-
sación que determinará la ley, y que no 
podrá ser disminuida en manera al-
guna, mientras permaneciesen en sus 
funciones».

Esta garantía tiene como finalidad 
asegurar un nivel acorde de remune-
ración en los magistrados y que dicho 
nivel se mantenga a lo largo del tiem-
po, a fin de evitar distracciones do-
mésticas o que pueda peligrar su ho-
nestidad en función de no tener satis-
fechas sus necesidades básicas, acor-
de con la función que desempeña².

Esta intangibilidad, como bien lo sos-
tenía Ekmekdjián, implica que «debe 
mantenerse incólume la cantidad de 
bienes y servicios que el titular puede 
adquirir con su remuneración»³.

Al comentar una cláusula similar a 
la existente en nuestra Constitución, 
los autores de El Federalista expo-

nían que «ésta es la disposición más 
aceptable que se habría podido idear.
Se comprenderá fácilmente que las 
fluctuaciones en el valor de la moneda 
y en la situación de la sociedad hacían 
inadmisible el establecer en la Consti-
tución una tasa fija para esta remune-
ración… Era necesario, por lo tanto, de-
jar a la prudencia de la legislatura que 
variara las sumas que hubiera proveí-
do, de acuerdo con los cambios de las 
circunstancias, pero con restricciones 
tales que pusieran fuera del alcance 
de ese cuerpo el empeorar la situación 
de los individuos. Así un hombre podría 
estar seguro de la situación en que se 
halla, sin que le desvíe del cumplimien-
to de sus deberes el temor a que se le 
coloque en condición menos favorable. 
La cláusula que se ha citado combina 
ambas ventajas. Los salarios de los fun-
cionarios judiciales podrán alterarse de 
tiempo en tiempo, a medida que lo re-
quieran las circunstancias, pero nunca 
para disminuir los emolumentos a que 
tiene derecho un juez determinado en la 
época en que ingresa al servicio. Se ob-
servará que la convención ha estable-
cido una diferencia entre remuneración 
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del presidente y la de los jueces. La del 
primero no puede ser aumentada ni dis-
minuida; la de los segundos no admite 
disminución»⁴.

La norma constitucional procuró garan-
tizar la no disminución del salario del 
juez. Y durante mucho tiempo ello fue así.

Sin embargo, desde hace unos años a 
esta parte, han existidos embates de 
los distintos gobiernos de turno que 
han logrado, al menos parcialmente, 
afectar dicha garantía.

3. El tratamiento doctrinario

Aunque las voces no son totalmente 
concordantes en cuanto a su alcance, 
todos los autores han reconocido esta 
garantía. 

Así se dijo que «la fijación de las re-
muneraciones judiciales –aparte del 
tema de su indexación– tiene que aten-
der distintas situaciones: a) posibilida-
des económicas de una sociedad; b) ne-
cesidad de atraer a la judicatura a los 

mejores abogados, y c) proporcionar a 
los jueces una vida estable. Bajas re-
muneraciones producen un plantel ju-
dicial generalmente mediocre, cuando 
no desaprensivo y hasta venal. Por lo 
demás, un poder judicial poco calificado 
será, habitualmente genuflexo con rela-
ción a quienes lo designan, con el con-
siguiente peligro para la ciudadanía»⁵.

En el mismo sentido se expresó que 
«tanto la doctrina como la jurispruden-
cia de nuestro país han sostenido que 
esta intangibilidad debe ser asegurada 
preservando el Estado, como mínimo, 
la retribución pagada a cada magis-
trado con inmediata posterioridad a la 
fecha de su juramento, evitando cual-
quier clase de disminución, ya sea di-
recta, mediante la reducción del mon-
to monetario nominal, ya indirecta, por 
falta de adecuada actualización de los 
valores monetarios nominales, en épo-
cas de inflación. En otras palabras, de-
be mantenerse incólume la cantidad de 
bienes y servicios que el titular puede 
adquirir con su remuneración»⁵.

El alcance del impuesto a las ganan-

cias sobre el salario de los magistra-
dos es el tema que mayores controver-
sia genera, incluso importantes voces 
defensoras de la intangibilidad de las 
remuneraciones, propugnaron su pago.

Así, Bidart Campos afirmaba que 
«queda por descifrar si la garantía de la 
irreductibilidad de las remuneraciones 
impide que éstas soporten deducciones 
por aportes jubilatorios, cargas fisca-
les, o cualquier otro concepto que, con 
generalidad, obliga a los habitantes. Es-
tamos seguros de que ninguna de tales 
reducciones viola al art. 110, y que los 
jueces están sujetos a soportarlas co-
mo cualquier otra persona. De ahí que 
reputemos equivocada la jurispruden-
cia que los ha exonerado de tributar el 
impuesto a los réditos (o ganancias)»⁷.

En sentido opuesto se dijo que «se 
debe distinguir según que el impuesto 
grave al salario (réditos, ingresos bru-
tos, etc.) de aquel cuya materia imponi-
ble no se encuentre vinculada directa-
mente a la remuneración (capitales, se-
llos, trasferencia, inmobiliario, automo-
tores, lotería, etcétera). Para el primer 
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minución del salario, sea de manera 
directa, mediante algún impuesto, o 
en modo indirecto, debido a los pro-
cesos inflacionarios.

El caso testigo en la materia lo consti-
tuye «Bonorino Peró», fallado el 15 de 
noviembre de 1985, especialmente en 
sus consids. 3º a 5º. La Corte Suprema, 
integrada por conjueces, resolvió que 
el proceso inflacionario afectaba la in-
tangibilidad de las remuneraciones⁹.

El máximo tribunal mantuvo una po-
sición constante en la materia, tanto 
en aquellas situaciones donde le to-
caba decidir un caso concreto, en su 
típica función jurisdiccional, como en 
el ejercicio de sus funciones adminis-
trativas o de atribuciones implícitas, 
efectuada mediante acordadas.

En la causa «Vilela» entendió que «el 
art. 96 [actual art. 110] de la Const. 
Nacional dispone: ‹los jueces de la 
Corte Suprema y de los tribunales in-
feriores de la Nación conservarán sus 
empleos mientras dure su buena con-
ducta, y recibirán por sus servicios una 

compensación que determinará la ley, y 
que no podrá ser disminuida de mane-
ra alguna, mientras permaneciesen en 
sus funciones›.

Como lo interpretara esta Corte en pre-
cedentes de Fallos, 176:73; 247:495; 
254:184 y más recientemente en las 
causas ‹Bonorino Peró› del 15 de no-
viembre de 1985; ‹Perugini›, del 8 de 
julio de 1986; ‹Durañona y Vedia›, del 
14 de octubre de 1986; ‹Brieba›, del 28 
de octubre de 1987; ‹Grieben› del 14 de 
mayo de 1988 y ‹Almeida Hansen›, del 
28 de marzo de 1990, la intangibilidad 
de los sueldos de los jueces es garan-
tía de la independencia del Poder Ju-
dicial, de forma que cabe considerarla, 
juntamente con la inamovilidad, como 
garantía de funcionamiento de un po-
der del Estado.

La garantía de irreductibilidad de los 
sueldos está conferida en común al 
‹órgano institución› y al ‹órgano indi-
viduo›, no para exclusivo beneficio per-
sonal o patrimonial de los magistrados 
sino para resguardar su función en el 
equilibrio tripartito de los poderes del 

supuesto creemos que la prohibición 
constitucional impide de cualquier mo-
do gravarlo y de esta manera lo ha in-
terpretado la Corte Suprema al señalar 
que ‹la ley de réditos es violatoria del 
art. 96 de la Const. Nacional, en cuanto 
impone una contribución sobre el suel-
do de los magistrados judiciales de la 
Nación›. Esta solución se explica por sí 
misma en la medida en que este tipo de 
impuestos importa una concreta dismi-
nución en la remuneración del magis-
trado, pero no ocurre lo mismo respecto 
de aquellos impuestos en que, como se-
ñalamos, es otra la materia imponible; 
y siendo ello así, corresponde que los 
jueces los paguen del mismo modo que 
cualquier otro habitante del país»⁸.

La discusión no resulta ajena a nues-
tros Tribunales.

4. Los criterios jurisprudenciales

La Corte Suprema se expidió en diver-
sas oportunidades sobre el tema que 
nos ocupa.  En su desarrollo juris-
prudencial desechó todo tipo de dis-
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Estado, de forma que la vía abierta en 
esta causa no tiende tanto a defender 
un derecho de propiedad de los actores 
como particulares, y a título privado, si-
no la ya referida garantía de funciona-
miento e independencia del Poder Judi-
cial, cuya perturbación la ley suprema 
ha querido evitar al consagrar rotunda-
mente la incolumidad de las remunera-
ciones judiciales.

En Fallos, 176:73, esta Corte sostuvo 
que la intangibilidad de la remunera-
ción de los jueces ha sido establecida 
no por razón de la persona, sino en mira 
de la institución del Poder Judicial de la 
Nación, a la que los constituyentes han 
querido liberar de toda presión de parte 
de los otros poderes, para preservar su 
absoluta independencia.

Sustancialmente –en consecuencia– la 
garantía establecida por el art. 96 de la 
Const. Nacional, en lo que hace a la in-
tangibilidad de la remuneración de los 
jueces, no es estrictamente una garan-
tía a favor de tales magistrados, sino 
un seguro de su independencia efecti-
va. En tales condiciones, dicha cláusula 

constitucional beneficia tanto a los jue-
ces como a la misma sociedad.  Es de-
cir, que otorgando a los jueces una si-
tuación jurídica sin duda peculiar –ina-
movilidad, intangibilidad de la remune-
ración– se le asegura a la sociedad, al 
pueblo, la estricta vigencia del Estado 
de derecho y del sistema republicano 
de gobierno»¹⁰.

Este criterio fue posteriormente reite-
rado en las causas «Bergna»¹¹, «Grie-
ben»¹² y «Carbone»¹³.

Por acord. 6, del 13 de febrero de 1996, 
y con motivo de la sanción del art. 18 
de la ley 24.624, que suspendía el pa-
go de montos escalafonarios derivados 
de promociones, ascensos, antigüedad, 
etc., la Corte Suprema admitió que, si 
bien esa norma comprendía al Poder 
Judicial, lo hacía «con la salvedad de 
que, como es reiterada la doctrina en es-
ta materia, no podrá afectarse la intangi-
bilidad de la remuneración de los magis-
trados judiciales ni miembros del Minis-
terio Público, de acuerdo a lo prescripto 
por los arts. 110 y 120 de la Const. Na-
cional (Fallos, 307-II:2174, entre otros)».

5. Los criterios legislativos

Por muchos años, el Congreso nacio-
nal entendió la garantía referida con 
el alcance dado por la Corte Suprema.

En tal sentido, el 31 de diciembre de 
1973 se publicó la ley 20.628 sobre 
impuesto a las ganancias (que con al-
gunas modificaciones se encuentra 
actualmente vigente). Dicha normati-
va reguló, en el art. 20, las exenciones 
a este tributo.

Concordante con la garantía estipula-
da en la Constitución nacional, el inc. 
p considera exentos «los sueldos que 
tienen asignados en los respectivos 
presupuestos los ministros de la Cor-
te Suprema de Justicia de la Nación, 
miembros de los tribunales provincia-
les, vocales de las cámaras de apela-
ciones, jueces nacionales y provincia-
les, vocales de los tribunales de cuen-
tas y tribunales fiscales de la Nación y 
las provincias.

Quedan comprometidos en lo dispues-
to en el párrafo anterior los funciona-
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rios judiciales, nacionales y provincia-
les que, dentro de los respectivos pre-
supuestos, tengan asignados sueldos 
iguales o superiores a los de los jueces 
de primera instancia».

A su turno, el inc. r eximía «los haberes 
jubilatorios y las pensiones que corres-
pondan por las funciones cuyas remu-
neraciones están exentas, de acuerdo 
con lo dispuesto en los incs. p y q».

En 1996, el Congreso de la Nación dic-
tó la ley 24.631¹⁴, que dispuso, en su 
art. 1º, inc. a: «Deróganse los incs. p, q 
y r, del art. 20».

Esta norma antepuso políticas econó-
micas sobre la garantía constitucional, 
por lo cual fue declarada inválida por 
el tribunal cimero, quien en uso de atri-
buciones institucionales, y basado en 
los poderes implícitos, dictó la acord. 
20/96, en la cual declaró «la inaplica-
bilidad del art. 1º de la ley 24.631, en 
cuanto deroga las exenciones contem-
pladas en el art. 20, incs. p y r, de la ley 
20.628, texto ordenado por decr. 450/86, 
para los magistrados y funcionarios del 

Poder Judicial de la Nación»¹⁵.

En el consid. 11, las expresiones de 
la Corte Suprema son contundentes, 
al decir que «con esta comprensión 
de que se encuentra comprometido un 
principio estructural del sistema políti-
co establecido por la Constitución na-
cional, su adecuada y eficaz preserva-
ción justifica que esta Corte Suprema 
afronte con la mayor celeridad y firme-
za la situación institucional planteada a 
raíz del texto normativo vigente.  Sólo 
de este modo, se evitará que bajo el ro-
paje de una legislación impositiva su-
puestamente respetuosa del principio 
de igualdad por ser aplicable a todos 
los habitantes, se comience a utilizar un 
mecanismo que, generando un segui-
miento ulterior mediante futuras impo-
siciones de distinta naturaleza aplica-
das sobre las compensaciones que per-
ciben los magistrados federales por el 
ejercicio de sus funciones, permita indi-
recta e indisimulablemente que otro po-
der del Estado afecte la independencia 
de este Poder Judicial, al destruir una 
de las garantías constitucionales ten-
dientes a preservarla».

Es por ello que la afip y su anteceso-
ra (la DGI) nunca aplicaron la mencio-
nada normativa. No se efectuó des-
cuento alguno ni a magistrados ni a 
funcionarios judiciales ni del Minis-
terio Público, tanto provinciales como 
nacionales¹⁶.

6. La situación de los jueces 
provinciales

En el derecho público provincial, las 
constituciones locales le han dado un 
alcance diverso a la garantía. 

Si tomamos las diversas Constitucio-
nes vemos que un primer grupo le 
otorga un alcance similar al reconoci-
do en la Constitución federal.

Así por ejemplo, la Constitución de Ju-
juy, en el inciso 5 del art. 170 estable-
ce que «Mientras permanezcan en sus 
funciones, la retribución de los magis-
trados, funcionarios y jueces de paz no 
podrá ser disminuida, excepto por los 
aportes de la seguridad social».
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El art. 144 de la Constitución de Tie-
rra del Fuego expresa que «Recibirán 
por sus servicios una retribución que fi-
jará el Superior Tribunal de Justicia, la 
que no podrá ser disminuida mientras 
permanezcan en sus funciones». En el 
mismo sentido el art. 140 de la Cons-
titución de Misiones dice que «Su retri-
bución será establecida por ley y no po-
drá ser disminuida...»; el 195 de Entre 
Ríos expresa: «Los funcionarios judi-
ciales letrados, percibirán por sus ser-
vicios, una compensación que determi-
nará la ley la cual será pagada en época 
fija y no podrá ser disminuida mientras 
permaneciesen en sus funciones». 

Concordantemente se pronuncia Men-
doza «Los funcionarios a que se refiere 
el artículo anterior, serán inamovibles 
mientras dure su buena conducta y go-
zarán de una compensación pecunia-
ria que no podrá disminuírseles» (art. 
151); Neuquén «...recibirán por sus 
servicios una retribución que será fi-
jada por ley, no pudiendo la misma ser 
disminuida mientras permanezcan en 
sus funciones...» (art. 153); Córdoba 
«...Reciben por sus servicios una com-

pensación mensual que determina la 
ley y que no puede ser disminuida por 
acto de autoridad o con descuentos que 
no sean los que aquélla disponga con 
fines de previsión u obra social...» (art. 
154); Corrientes «Los miembros del 
Superior Tribunal de Justicia, Jueces 
de Cámara, Jueces de Primera Instan-
cia y funcionarios del Ministerio Públi-
co conservan sus cargos mientras du-
re su buena conducta y reciben por sus 
servicios una compensación que debe 
determinar la ley, la que no puede ser 
disminuida en manera alguna mientras 
permanecieren en sus funciones y es 
abonada en épocas fijas. La retribución 
de los miembros del Superior Tribunal 
de Justicia no puede ser inferior a la 
que perciban los Ministros Secretarios 
del Poder Ejecutivo» (art. 153) y Santa 
Cruz «Recibirán por sus servicios una 
retribución que determinará la ley y no 
podrá ser disminuida mientras duren 
en sus funciones...» (art. 128).

Hay un segundo grupo de Constitucio-
nes que reconocen la garantía, pero 
permiten su disminución por leyes de 
carácter general, en algunos casos de 

manera transitoria (como lo dice el art. 
88 de la Constitución de Santa Fe; el 
178 de Santiago del Estero o el art. 197 
de Catamarca), y en otros de manera 
permanente (art. 93 de La Pampa; 200 
de San Juan; 192 de San Luis; 130 de 
La Rioja; 161 de Salta; 154 de Chaco; 
170 de Chubut; 199 de Río Negro y 110 
de la ciudad de Buenos Aires).

Un tercer grupo de constituciones na-
da regulan sobre la materia (como 
Buenos Aires y Formosa).

Cabe preguntarse entonces si la me-
nor protección otorgada por las cons-
tituciones provinciales deja en peores 
condiciones a dichos magistrados.

A nuestro entender, el art. 110 de la 
carta magna es de aplicación ineludi-
ble por las provincias, dado que cons-
tituye una garantía mínima del siste-
ma republicano (se encuentra consa-
grada en beneficio no sólo del magis-
trado sino, fundamentalmente, de la 
sociedad), y –por imperio del art. 5º 
de la Const. Nacional– las provincias 
deben respetarlo¹⁷. Ello no implica 
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desconocer un margen de actuación a 
las provincias a fin de reforzar las ga-
rantías de independencia, pero nunca 
pueden disminuirla.

La Corte Suprema se pronunció a fa-
vor del reconocimiento de la aplica-
ción de la garantía de la intangibili-
dad a los jueces provinciales y abrió 
el recurso extraordinario presentado 
por un magistrado contra la senten-
cia del Superior Tribunal de Río Negro 
que no había hecho lugar a la actuali-
zación de los haberes desfasados por 
depreciación monetaria, por conside-
rar que ello era una función propia del 
Poder Legislativo¹⁸.

El tribunal cimero revocó el decisorio, 
ordenando dictar uno nuevo, basado 
en las consideraciones vertidas sobre 
la facultad del Poder Judicial de actua-
lizar los salarios. Entendió al respecto 
que, si bien las provincias pueden le-
gislar sobre la materia, deben hacerlo 
fundadas en la Constitución nacional. 
Afirmó que «no hay duda de que la in-
tangibilidad de las retribuciones de los 
jueces es garantía de la independencia 

del Poder Judicial (Fallos, 176:73; «Te-
ner acción sobre la subsistencia de un 
hombre –decía HAMILTON– importa te-
nerla sobre su voluntad» –El Federa-
lista, LXXIX–). Menos la hay de que tal 
independencia es un requisito indis-
pensable del régimen republicano (Fa-
llos, 247:495). Tampoco es menos cierto 
que según el art. 5º de la ley fundamen-
tal ‹cada provincia dictará para sí una 
Constitución bajo el sistema represen-
tativo republicano, de acuerdo con los 
principios, declaraciones y garantías de 
la Constitución nacional, y que asegure 
su administración de justicia›… Con to-
do, aun cuando resulta conclusión váli-
da de tales premisas que el principio de 
intangibilidad mencionado no podría ser 
desconocido en el ámbito provincial».

Esta doctrina fue reiterada en diver-
sos precedentes¹⁹ y ampliada y preci-
sada en «Scarpati», donde se admitie-
ron mecanismos de actualización mo-
netaria más favorables que los aplica-
dos en el orden federal.

Allí se sostuvo que «el tercer planteo 
de la provincia apunta a que, supuesta 

la vigencia del principio anteriormente 
señalado, sea entonces modificado el 
índice de ajuste de las remuneraciones 
fijado por el a quo –variación de pre-
cios al consumidor– y reducido de ma-
nera que los efectos generales causa-
dos por la inflación no son ajenos tam-
poco a los jueces, tal como fue resuelto 
en diversas oportunidades por la Corte 
Suprema en punto a casos concernien-
tes a jueces federales y al art. 96 de la 
Const. Nacional.

En tal sentido, cuadra advertir que el 
problema es extraño al recurso inten-
tado pues su contenido no es de natu-
raleza federal. En efecto, establecida en 
el ámbito local la vigencia de la mencio-
nada protección de las compensaciones 
judiciales, los alcances mediante los 
cuales aquélla sea consagrada consti-
tuyen materias propias de la zona de 
reserva provincial e inmunes a la acti-
vidad de este tribunal. Es asaz elocuen-
te en este punto, el precedente ‹Bruno›, 
ya citado, en cuanto expresa que si bien 
el principio de intangibilidad no podría 
ser desconocido por las provincias, de 
ello no se sigue que los alcances de 
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aquél en el ámbito de éstas, deban ser 
necesariamente iguales a los trazados 
para la esfera nacional por la jurispru-
dencia de la Corte Suprema elaborada 
a su respecto.

Esta doctrina, como se desprende de los 
fundamentos que la sostienen, parte de 
dos órdenes de premisas consustancia-
les a nuestra organización política. Por 
un lado, el relativo a que, con arreglo a 
la esencia republicana de gobierno, la 
intangibilidad de los sueldos judiciales 
no puede ser soslayada por las provin-
cias. Por el otro, que, conforme con la 
esencia federal de ese mismo gobier-
no, es del resorte de los Estados esta-
blecer la regulación de dicha intangibi-
lidad. Luego, la función de esta Corte, 
como órgano garante de la supremacía 
de la Constitución en los casos llevados 
a su conocimiento, se encuentra limita-
da a juzgar, siguiendo las palabras del 
precedente, acerca de si la ‹sustancia› 
de la mentada garantía de los jueces 
provinciales se encuentra preservada o 
no, o si su ratio ha resultado frustrada 
o lograda; mas, satisfecha esa exigen-
cia, esto es, satisfecho el imperio de la 

Constitución nacional, como ocurre en 
el sub lite, lo concerniente a las parti-
cularidades o pormenores mediante los 
cuales los Estados provinciales tutelen 
tal garantía, que es lo planteado en este 
agravio, configura ya materia insuscep-
tible de ser revisada en esta instancia 
de derecho federal»²⁰.

7. La situación actual

Como expresáramos con anterioridad, 
desde un tiempo a esta parte la ma-
yor controversia la presenta el alcan-
ce del impuesto a las ganancias sobre 
el salario de los magistrados.

Ello ha traído propuestas de solucio-
nes de las más variadas e incluso, 
disparatadas, como la ley vigente que 
propone que quienes se nombren a 
partir de cierta fecha deben tributar, y 
no deben hacerlo quienes fueron de-
signados con anterioridad, pese a que 
cumplen idéntica tarea y bajo la mis-
ma Constitución. Se genera así una 
tremenda desigualdad entre dos jue-
ces que cumplen la misma tarea por 

el simple hecho de haber sido desig-
nados en distintos momentos.

Y lo peor es que también la aplicación 
es despareja, dado que las distintas 
jurisdicciones o bien siguen los crite-
rios, hasta la fecha no modificados, de 
la Corte nacional, y nada descuentan, 
o bien aplican con distintos alcances; 
tomando sólo ciertos rubros del sala-
rio o descontando sobre la totalidad, 
generando una disminución cercana 
al 35% del ingreso.

8. Consideraciones finales

La norma constitucional es muy clara 
en cuanto a la imposibilidad de dismi-
nuir la remuneración del magistrado 
judicial y la aplicación del impuesto a 
las ganancias es una clara disminu-
ción de la remuneración.

Máxime si se tiene en cuenta que el 
impuesto a las ganancias nace sien-
do claramente inconstitucional, por-
que fue un impuesto que siendo com-
petencia de las provincias aplicarlo, 
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lo aplicó la Nación, que sólo podía 
hacerlo de manera excepcional y por 
tiempo limitado (art. 67 inc. 2 de la 
Constitución anterior a la reforma de 
1994), desde 1930 y lo mantiene en 
la actualidad.

Pero la aplicación de este impuesto no 
tenía el alcance tan extendido que tie-
ne en la actualidad.

No puede olvidarse además que es-
te tributo no es aplicado de la mis-
ma forma, dado que en ciertos casos 
contempla ingresos exceptuados; y en 
otros, a los mismos ingresos, les apli-
ca alícuotas distintas (por ejemplo a 
un abogado bajo relación de depen-
dencia respecto de un abogado inde-
pendiente).

Esta aplicación desigualitaria y par-
cializada que actualmente se está lle-
vando adelante, en aquellos casos que 
sucede, vulnera claramente no sólo la 
intangibilidad reconocida en el art. 
110 de la Constitución, sino incluso el 
principio de igualdad. ■

Citas

¹ Ver «Las garantías constitucionales y los jue-
ces subrogantes», en Revista del Colegio de 
Magistrados y Funcionarios del Poder Judi-
cial de la Provincia de Santa Fe, Año 2017, Nº 
7, pág. 172.

² No debe olvidarse que, junto con esta ga-
rantía, se han estipulado fuertes incompa-
tibilidades (que hacen también a la inde-
pendencia), y que no permiten la actividad 
profesional, el desempeño de empleos públi-
cos o privados (con excepción de la docencia 
universitaria), ni el ejercicio del comercio 
como profesión habitual. Ver, en tal sentido, 
Palacio, Derecho procesal civil, t. II, p. 190 y 
siguientes. Este autor propone, con buen cri-
terio, incluso limitar el ejercicio de la docen-
cia universitaria a los fines de que no afecte el 
desempeño del cargo.

³ Ekmedkjian, Tratado de derecho constitu-
cional, t. IV, pág. 257.

⁴ Hamilton-Madison-Jay, El Federalista, 
págs. 336 y 337.

⁵ Sagüés, Elementos, t. 1, pág. 652, y Manual, pág. 418.

⁶ Ekmedkjian, Tratado de derecho constitu-
cional, t. IV, pág. 257.

⁷ Bidart Campos, Compendio de derecho 
constitucional, pág. 375.

⁸ Luna, Intangibilidad de las remuneraciones 
de los jueces, en Pérez Ghilou y Otros, «El 
Poder Judicial», pág. 171.

⁹ CSJN, 15/11/85, Fallos, 307:2174.

¹⁰ CSJN, 11/12/90, «Vilela, Julio, y otros c/Esta-
do nacional –Ministerio de Educación y Justi-
cia– s/amparo», Fallos, 313:1375.

¹¹ CSJN, 6/8/91, «Bergna, César E., y otros c/
Estado nacional –Ministerio de Educación y 
Justicia– s/amparo», Fallos, 314:751.

¹² CSJN, 6/8/91, «Grieben, Héctor, y otros c/
Estado nacional –Ministerio de Educación y 
Justicia– s/sumario», Fallos, 314:764.

¹³ CSJN, 23/8/91, «Carbone, Edmundo J. c/Es-
tado nacional –Ministerio de Educación y Jus-
ticia– s/cobro de australes», Fallos, 314:881.

¹⁴ Esta ley preveía su entrada en vigencia el 
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<%-10>1º de enero de 1996, aun cuando fue 
sancionada el 13 de marzo y publicada el 27 
de marzo de 1996.

¹⁵ Acord. 20/96, CSJN, 11/4/96, Fallos, 319:24.
En los fundamentos se menciona la garantía 
de intangibilidad de las remuneraciones de los 
magistrados (consid. 5º), que se ha mantenido 
en la reforma constitucional de 1994 (consid. 
7º), se remarca que la intangibilidad no es un 
privilegio sino una garantía que asegura la 
independencia del Poder Judicial (consid. 8º) 
y que dicha «garantía esencial no puede ser 
afectada por la actividad de los otros poderes 
del Estado, quienes carecen de atribuciones 
para modificar, mediante el ejercicio de sus 
funciones específicas, las previsiones consti-
tucionales impuestas para asegurar la inde-
pendencia del Poder Judicial: la inamovilidad 
en el cargo de los jueces y la intangibilidad de 
las remuneraciones».

¹⁶ En la provincia de Santa Fe se intentó prac-
ticar descuentos en pasivos provinciales, va-
rios años después de la modificación legal 
referida, pero ante la obtención de sentencia 
favorable al reclamo de los magistrados, por 
parte de los tribunales de primera instancia, 
la afip no impugnó las decisiones judiciales 

que así lo establecieron.

¹⁷ En este sentido, Bidart Campos enseñaba 
que «es muy cierto que en virtud de nuestra 
estructura federal las constituciones provin-
ciales deben adecuarse a ella en lo que ésta 
exige de compatibilidad y, como pauta global, 
es fácil coincidir en que por el art. 5º de la 
Constitución aquéllas han de estar de acuerdo 
con los principios, declaraciones y garantías 
de la constitución federal, lo que implica co-
locar como techo a toda su parte dogmática… 
en la República Argentina, por imperio de la 
cláusula que nos ocupa (art. 5º, Const. Nacio-
nal) la declaración de derechos de la Consti-
tución nacional tiene vigencia en todo el terri-
torio del país, por lo que no es necesario que 
las provincias incluyan en sus constituciones 
un bill of rigths… aparte no ha de olvidarse 
que los arts. 14 y 20 lo declaran a favor de to-
dos los habitantes, lo que directamente invis-
te de su titularidad a todas las personas que 
componen la población del Estado, con inde-
pendencia de la descentralización política de 
base territorial (Tratado elemental, t. V, pág. 
32 y siguientes).

¹⁸ CSJN, 12/4/88, «Bruno, Raúl O. s/amparo», 
Fallos, 311:461.

¹⁹ CSJN, 9/8/88, «Bugnone, Enrique A., y otros 
s/amparo», Fallos, 311:1390; íd., 19/10/93, 
«Donte, Fermín J. s/amparo», Fallos, 316:2379.

²⁰ CSJN, 6/12/93, «Scarpati, María C., y otros 
c/provincia de Buenos Aires s/acción de am-
paro», Fallos, 316:2747.


